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Intervención del Embajador Eduardo Ponce Vivanco, Representante 
Permanente del Perú, con ocasión de la presentación del informe del 

Relator Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos y 
Libertades Fundamentales de los Indígenas 

En primer lugar, mi delegación desea agradecer al profesor James 

Anaya por la presentación de su informe, cuyo addendum 8 está 

referido a la visita que realizó a mi país entre el 17 y el 19 de junio 

de 2009, a invitación del Gobierno peruano. 

La visita del Relator Especial se realizó bajo el amparo de la 

invitación abierta extendida por el Perú a los procedimientos 

especiales de este Consejo, sobre la base de un compromiso de 

Estado por la promoción y protección de los derechos humanos y 

las libertades fundamentales. 

Mi Gobierno ha recibido este informe con un espíritu constructivo 

por lo que dicho documento está siendo objeto de especial y seria 

consideración, tal como lo demuestran los avances registrados que 

pasaré a detallar en unos instantes. 

Los lamentables sucesos de Bagua del 5 de junio, que dieron como 

resultado la muerte de 33 personas, 23 de ellas policías y 10 civiles, 

tuvieron eco en todo el mundo, propiciando pronunciamientos, 

llamamientos y calificativos que, muchos de ellos, amplificaron la 

confusión y generaron mayores niveles de polarización. 

En este contexto, algunos acusaron al Gobierno peruano de haber 

cometido una "masacre", que incluía ejecuciones extrajudiciales, 
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"cientos" de desaparecidos y la existencia de fosas comunes. 

Otros, incluso, llegaron a sostener que se había cometido un 

"genocidio". 

El informe del Relator desvirtúa las acusaciones de las que fue 

objeto el Gobierno. De su lectura, así como de las declaraciones 

que dio el Relator a la prensa, queda claro que no se produjo nada 

remotamente parecido a un genocidio o a un acto de violación 

masiva de los derechos humanos de los pueblos indígenas o que se 

hubieran perpetrado desapariciones forzadas o algún otro crimen de 

lesa humanidad. El Relator Especial señala en el párrafo 25 de su 

informe que "no encontró evidencia concreta ni escuchó testimonios 

específicos sobre muertos además de aquellos confirmados, como 

tampoco recibió evidencia concreta de la existencia de fosas 

comunes como se había difundido públicamente". 

En ese mismo sentido, la Defensoría del Pueblo del Perú, una 

Institución Nacional que se rige por los Principios de París, emitió 

un informe que recoge las conclusiones de sus labores de atención 

humanitaria y constatación desplegadas sobre el terreno en torno a 

los sucesos de Bagua. Dicho informe coincidió en el número de 

fallecidos y concluyó que no existen desaparecidos civiles ni 

indígenas como consecuencia de dichos sucesos y que la única 

persona desaparecida es el oficial de la Policía Nacional del Perú, 

Mayor Felipe Bazán Soles. 

Con relación a lo señalado en el párrafo 27 del informe, sobre la 

supuesta desaparición del señor Wasum Kasem, la Defensoría del 

Pueblo ha constatado, luego de publicado el informe del Relator 



Especial, que dicha persona se encuentra con vida en su 

comunidad. 

Señor presidente, 

El Perú se precia de ser un estado democrático, en el que rige el 

estado de derecho y la plena vigencia de los derechos humanos y 

libertades fundamentales. En ese marco, el Gobierno del Perú tiene 

la obligación constitucional de resguardar el orden público y 

proteger y promover los derechos humanos de todos los peruanos. 

Es en uso de estas atribuciones constitucionales que la Policía 

Nacional inició las acciones en Bagua destinadas a restaurar el 

orden público y permitir el libre tránsito de personas y mercancías, 

evitar el desabastecimiento, las amenazas a la salud, y, en general 

una situación que ponía en grave riesgo la vida de miles de 

peruanos. 

Mi delegación coincide con la apreciación del Relator respecto a la 

complejidad de los asuntos de fondo que subyacen a la violencia 

que se generó en Bagua y, es precisamente con el objeto de 

enfrentar esas causas, que el Gobierno del Perú siempre estuvo 

dispuesto a dialogar para encontrar una solución pacífica a los 

mismos. Prueba de ello son los sucesivos mecanismos de diálogo 

que instituyó antes del 5 de junio para dar solución a los justos 

reclamos de los pueblos indígenas y, en la actualidad, las acciones 

que ha iniciado para avanzar en una solución integral. Para este fin, 

las conclusiones y recomendaciones del Relator Especial son una 

valiosa orientación. 
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Dentro de este espíritu mi Gobierno ha creado el Grupo Nacional de 

Coordinación para el Desarrollo de los Pueblos Amazónicos, 

conformado por cuatro representantes del Poder Ejecutivo, los 

presidentes regionales de los departamentos amazónicos y diez 

representantes de los pueblos indígenas de la Amazonia. Dicho 

grupo ha establecido cuatro mesas de trabajo destinadas, 

respectivamente, a conformar una comisión independiente que 

investigue los sucesos de Bagua; a discutir y proponer soluciones 

respecto a las normas cuestionadas por los pueblos indígenas; 

perfeccionar los mecanismos de consulta con los pueblos 

indígenas, conforme a las obligaciones internacionales que ha 

contraído el Estado, en particular el Convenio 169 de la OIT; así 

como elaborar una propuesta nacional de desarrollo amazónico. En 

forma paralela el Gobierno ha conformado también una Mesa de 

Diálogo con los Pueblos Andinos. 

Las mesas citadas han logrado avances significativos. El 2 de 

setiembre último los representantes del Gobierno Central, de los 

Gobiernos Regionales y los representantes de los pueblos 

indígenas de la Amazonia nombraron a siete reconocidas 

personalidades independientes, incluyendo representantes de los 

pueblos indígenas, para que investiguen de manera imparcial los 

sucesos de Bagua y presenten un informe en diciembre próximo. 

Independientemente, siguen en curso las investigaciones y 

procesos judiciales propios de un estado de derecho, que 

establecerán las responsabilidades de las muertes de los 10 civiles 

y los 23 policías, incluidos aquellos que fueron brutalmente 

torturados y asesinados en la "Estación 6" del Oleoducto 
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Norperuano. Asimismo, el Congreso de la República ha establecido 

una Comisión Especial para investigar estos mismos sucesos. 

Por otra parte, el Estado ha dispuesto que se brinde apoyo legal a 

todas las personas que están siendo procesadas por los sucesos de 

Bagua con el fin de garantizar sus derechos ciudadanos. 

La independencia de poderes es la piedra angular del estado de 

derecho. El Estado peruano ha dado muestras ejemplares en el 

pasado reciente de independencia en la administración de justicia. 

En ese sentido, mi Gobierno ha cumplido con trasladar a las 

instancias correspondientes la recomendación del Relator Especial 

de revisar las imputaciones penales contra dirigentes indígenas. En 

este orden de ideas, el Poder Judicial ha fallado a favor de algunos 

recursos de reconsideración para cambiar ordenes de detención de 

algunos dirigentes indígenas por ordenes de comparecencia. 

Señor presidente, 

A lo largo del Informe del Relator Especial se reconoce que el 

Gobierno del Perú ha adoptado pasos importantes para dialogar 

con los pueblos indígenas afectados y pasos decisivos 

encaminados a solucionar los problemas de fondo que afectan a los 

pueblos indígenas. De esa manera el Profesor Anaya efectúa una 

positiva valoración de la actitud y decisiones tomadas por el 

Gobierno peruano. 

El Estado peruano reconoce que los pueblos indígenas de la 

Amazonia enfrentan serios problemas que generan exclusión y 
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pobreza. Quisiera reiterar ante este Consejo que todas las medidas 

que se han adoptado y se seguirán adoptando se basan en el firme 

compromiso de mi Gobierno de cambiar de manera radical esa 

situación de postergación, con la participación de los pueblos 

indígenas y a través del diálogo. En este sentido, mi delegación 

hace propia la exhortación que realiza el Relator Especial a todas 

las partes al diálogo y a defender sus posiciones de manera 

pacífica, respetando los derechos humanos de todos. 

Es ese firme compromiso que llevó al Perú a desempeñar un papel 

decisivo en la adopción de la Declaración de los Derechos de los 

Pueblos Indígenas de las Naciones Unidas. 

Tenga, por seguro, señor presidente, que mi Gobierno seguirá en 

esa línea, pues estamos convencidos que es la única vía que 

garantizará la permanencia de la democracia y la existencia de un 

estado plural e inclusivo que los peruanos de buena voluntad nos 

esforzamos en construir. 

Muchas gracias. 
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